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SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

El recurrente, Alcalde de Culebras, William l. Solís Bermúdez, 

solicita que revoquemos una resolución en la que Oficina de Ética 

Gubernamental (OEG) declaró nulo el nombramiento de su suegra 

como empleada municipal y le ordenó devolver de su peculio 

$20,000.00. La resolución recurrida se dictó el 17 de abril de 2018 

y notificó el 18 de abril de 2018. 

La Oficina de Ética Gubernamental presentó su alegato en 

oposición al recurso. 

I 

La OEG presentó una querella contra el alcalde de Culebra 

por violación a los Artículos 4.2(h) y 4.2(s) de la Ley 1-2012. La 

recurrida alegó que el alcalde firmó los nombramientos de su 

suegra, a pesar de que había sido advertido que era ilegal y orientado 

sobre el procedimiento que tenía cumplir. Véase, págs. 210-213 del 

apéndice. 
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El alcalde alegó que no recordaba si firmó los nombramientos 

de su suegra, y si lo hizo, fue un error excusable. El recurrente adujo 

que el error se debió a que la Directora de Recursos Humanos no 

sacó los documentos de su suegra del paquete de nombramientos 

que él tenía que firmar. Además, argumentó que su firma por sí sola, 

no significaba una intervención con el nombramiento de su suegra. 

Véase, págs. 204-209 del apéndice. 

Solís Bermúdez presentó una moción de sentencia sumaria. 

La OEG se opuso y solicitó sentencia sumaria a su favor. 

La Oficial Examinadora rindió un informe en el que incluyó 

las determinaciones de hecho siguientes. El recurrente es Alcalde de 

Culebra desde enero de 2013 al presente. El alcalde es la autoridad 

máxima de la Rama Ejecutiva del gobierno municipal y dirige la 

administración y la fiscalización del funcionamiento de ese 

municipio. Además, nombra y cesantea a todos los funcionarios y 

empleados del Municipio de Culebra. El alcalde tiene discreción para 

renovar los nombramientos transitorios, conforme a las necesidades 

del municipio. Las renovaciones de los contratos transitorios se 

realizan mediante el formulario de Informe de Cambio. 

El informe de la OE incluye estos otros hechos. La Sra. 

Mercedes Cruz Cotto es suegra del Alcalde de Culebra y trabajó en 

ese municipio como empleada irregular desde el 1 de septiembre de 

2000 hasta el 7 de febrero de 2001. Luego trabajó como empleada 

transitoria desde el 22 de julio de 2008 al 30 de junio de 2015. Sus 

nombramientos transitorios se renovaron por distintos términos. El 

15 de marzo de 2013, la OEG recibió una comunicación suscrita por 

la Directora de Recursos Humanos del Municipio de Culebra. La 

funcionaria municipal solicitó una autorización para que la suegra 

del alcalde continuara trabajando en el Centro de Envejecientes del 

Municipio de Culebra. El 17 de abril de 2013, la OEG autorizó el 

nombramiento de la suegra del alcalde. No obstante, advirtió al 
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municipio que el alcalde había extendido el nombramiento de su 

suegra, sin autorización de la OEG. El alcalde fue asesorado sobre 

la prohibición de nepotismo, las excepciones que contempla la ley 

para el nombramiento de familiares y el procedimiento que tiene que 

cumplirse. Aunque no fue referido a una investigación, fue advertido 

que tenía que cumplir estrictamente las disposiciones de la Ley de 

Ética Gubernamental y solicitar autorización previa de la OEG. 

Además, fue orientado sobre el mecanismo de inhibición y el 

procedimiento que debía seguir. El 26 de junio de 2013, el alcalde 

remitió a la OEG un Certificado de Inhibición, sobre todo asunto 

relacionado a su suegra y delegó esa responsabilidad en la directora 

de Recursos Humanos. El 28 de junio de 2013, la OEG aceptó el 

Certificado de Inhibición e informó al alcalde que había cumplido 

con las formalidades de ley. 

Según la OE, se probaron estos hechos. Luego de las 

advertencias de la OEG, el alcalde suscribió el Informe de Cambio 

de su suegra, vigente del 1 de julio de 2013 al 31 de diciembre de 

2013. El propio informe de cambio hizo referencia a la comunicación 

en la que la OEG orientó al alcalde sobre el procedimiento que debía 

cumplir el nombramiento de su suegra. El 18 de diciembre de 2013, 

la OEG recibió un segundo documento de inhibición expedido por el 

alcalde. El documento enviado por el alcalde tiene fecha del 17 de 

diciembre de 2013 y es idéntico al que envió el 25 de junio de 2013. 

El 25 de febrero de 2014, la OEG se comunicó con la Directora de 

Recursos Humanos, Cabrera González, para que explicara por qué 

el municipio envió ese segundo documento. Cabrera informó que el 

contrato de la suegra del alcalde se renovó del 1 de enero de 2014 al 

30 de junio de 2014. Sin embargo, el municipio no proveyó esa 

información a la OEG al momento de presentar la solicitud de 

inhibición. Tampoco solicitó autorización a la OEG para hacer ese 

nombramiento. El alcalde firmó el Informe de Cambio de la 



 
 

 
KLRA201800328 
 

 

4 

renovación. Por esas razones, el asunto fue referido al Área de 

Investigaciones y Procesamiento Administrativo de la OEG. 

Además, constan en el Informe de la OE estos hechos. El 3 de 

junio de 2014, el alcalde envió a OEG otra solicitud para que 

autorizara la renovación del nombramiento transitorio de su suegra. 

La OEG analizó el nombramiento y el documento de inhibición. El 

25 de junio de 2014, notificó al alcalde que autorizó el 

nombramiento. El 26 de mayo de 2015, la OEG recibió otra solicitud 

para renovar el contrato de la suegra del alcalde. El 23 de julio de 

2015, la OEG denegó la solicitud, debido al proceso investigativo que 

estaba realizando. 

La OE concluyó que el alcalde incumplió con las disposiciones 

de la Ley de Ética que prohíben el nepotismo, debido a que firmó el 

Informe de Cambio de nombramiento de su suegra. Sostuvo que 

incumplió con la ley, a pesar de que había sido advertido que tenía 

que solicitar y obtener una autorización de la OEG. Según la OE, el 

alcalde violentó la ley, al firmar el nombramiento de su suegra 

efectivo el 1 de julio de 2013 al 31 de diciembre de 2013. La OE 

determinó que, a esa fecha, había sido orientado del procedimiento 

que tenía que seguir y advertido que tenía que cumplir estrictamente 

con la Ley de Ética Gubernamental. La OE, además, determinó que 

el alcalde firmó un segundo nombramiento efectivo del 1 de enero 

de 2014 al 30 de junio de 2014, sin la previa autorización de la OEG. 

La funcionaria recomendó que se impusiera al querellado una 

multa de $2,500.00 por cada una de las dos violaciones al inciso h 

del Artículo 4.2 de la Ley de Ética Gubernamental que ascienden a 

$5,000. Además, recomendó que se declarara la nulidad de los 

nombramientos firmados por el alcalde del: 1 de julio de 2013 al 31 

de diciembre de 2013 y del 1 de enero de 2014 al 30 de junio de 

2014 conforme al Artículo 4.7 (c) (1). Por último, recomendó que el 
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alcalde restituyera de su peculio todo ingreso y beneficio percibido 

por causa de dichos nombramientos. 

 La OEG acogió el informe y dictó la resolución recurrida. El 

recurrente solicitó reconsideración que fue denegada por la OEG. 

 El recurrente presentó este recurso en el que hace los 

señalamientos de errores siguientes: 

ERRÓ LA OFICINA DE ÉTICA GUBERNAMENTAL AL 
RESOLVER TARDÍAMENTE LA QUERELLA 16-16 
CONTRARIO A LAS DISPOSICIONES DEL 

REGLAMENTO 8231-2012. 
 

ERRÓ LA OFICINA DE ÉTICA GUBERNAMENTAL AL 
CONCLUIR QUE EL QUERELLADO RECURRENTE NO 
SE INHIBIÓ DE FORMA EFECTIVA, REAL Y 

OPORTUNA EN CUANTO A LA CONTRATACIÓN DE LA 
SRA. CRUZ COTTO POR EL ÚNICO HECHO DE 
APARECER SU FIRMA EN EL INFORME DE CAMBIO 

RELACIONADO A DICHO TRÁMITE INCURRIENDO EN 
SU CONSECUENCIA EN VIOLACIONES AL ART. 4.2(H) 

DE LA LEY 1-2012. 
 
ERRÓ LA OFICINA DE ÉTICA GUBERNAMENTAL AL 

DECLARAR NULO EL CONTRATO DE LA SRA. CRUZ 
COTTO POR EL MERO HECHO DE APARECER SU 
FIRMA EN EL INFORME DE CAMBIO RELACIONADO A 

DICHO TRÁMITE E IMPONER AL MISMO TIEMPO LA 
DEVOLUCIÓN DE LAS PRESTACIONES. ELLO A 

PENSAR QUE LA OEGPR, SALVAGUARDANDO EL FIN 
PÚBLICO PERSEGUIDO BAJO LA LEY 1-2012, HABÍA 
EVALUADO Y APROBADO LA CONTRATACIÓN EN 

CUESTIÓN PREVIAMENTE. 
 

II 

A 

 

Los dictámenes de los organismos administrativos merecen la 

mayor deferencia judicial. Esta norma está asentada en el principio 

de que, los organismos administrativos tienen el conocimiento 

especializado sobre los asuntos que le han sido delegados. Como 

norma general, los tribunales no intervendremos con sus 

determinaciones de hechos, siempre y cuando estén sustentadas 

por evidencia sustancial que surja del expediente administrativo 

considerado en su totalidad. Al hacer ese análisis, debemos utilizar 

el criterio de la razonabilidad. La razonabilidad de la actuación de la 

agencia es el criterio rector al momento de evaluar la corrección de 
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una decisión administrativa. Vargas Serrano v. Institución 

Correccional, 198 DPR 230, 237 (2017); The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 821-822 (2012). 

La parte que cuestiona el dictamen administrativo tiene que 

convencer al tribunal que la evidencia en la cual se apoyó la agencia 

no es sustancial. Por esa razón, tiene que establecer que en el récord 

administrativo existe otra prueba, que demuestra que la decisión de 

la agencia no está basada en evidencia sustancial o que reduce el 

valor probatorio de la prueba que impugna. Otero v. Toyota, 163 DPR 

716, 728 (2005). 

 Los tribunales sí podemos revisar las conclusiones de derecho 

de las agencias administrativas en su totalidad. Sin embargo, no 

quiere decir que podamos descartar libremente las conclusiones e 

interpretaciones de las agencias y sustituirlas por las nuestras. El 

foro judicial debe darles gran peso y deferencia a las 

interpretaciones que las agencias administrativas hacen de las leyes 

particulares que le corresponde poner en vigor. Esta deferencia está 

fundamentada en la vasta experiencia y el conocimiento 

especializado de las agencias sobre los asuntos encomendados. Las 

agencias, contrario a los tribunales, cuentan con conocimientos 

altamente especializados acerca de los asuntos que les ha delegado 

el legislador. Por lo tanto, nuestra revisión se limita a determinar 

si la interpretación, o actuación administrativa fue razonable 

a la luz de las pautas trazadas por el legislador. Si la 

interpretación de la ley que hizo la agencia es razonable, aunque no 

sea la únicamente razonable, debemos honrar su deferencia. 

(Énfasis nuestro). Hernández Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 

615 (2006). 

A manera de resumen, el Tribunal Supremo ha expresado que 

la norma de la deferencia solo cede cuando: (1) la determinación 

administrativa no está basada en evidencia sustancial, (2) el 
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organismo administrativo ha errado en la aplicación e interpretación 

de las leyes o los reglamentos que le corresponde administrar, (3) 

cuando el organismo administrativo actúa arbitraria, irrazonable o 

ilegalmente, realizando determinaciones carentes de una base 

racional, o (4) cuando la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales. The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, supra, a la pág. 822. 

En OEG v. Santiago Guzmán, 188 DPR 215, 226 (2013), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico resolvió que nuestra función 

revisora de las determinaciones de hecho y conclusiones de derecho 

que hace la Oficina de Ética Gubernamental sobre su ley 

habilitadora y los reglamentos de su oficina, estaba limitada a lo 

establecido a la entonces vigente Ley Núm. 170 del 12 de agosto de 

1988, derogada por la actual Ley Núm. 38 del 30 de junio de 2017 

conocida como Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico. 3 LPRA sec. 9601 y sigs. 

La Sección 3.14 de la Ley Núm. 38, supra, 3 LPRA sec. 9654, 

establece que: 

“Una orden o resolución final deberá ser emitida por 

escrito dentro de noventa (90) días después de 
concluida la vista o después de la presentación de las 
propuestas determinaciones de hechos y conclusiones 

de derecho, a menos que este término sea renunciado o 
ampliado con el consentimiento escrito de todas las 
partes o por causa justificada”. 

 

Por su parte, la Sección 3.13 (g) de la Ley Núm. 38, 3 LPRA 

sec. 9653, dispone que: 

“Todo caso sometido a un procedimiento adjudicativo 
ante una agencia deberá ser resuelto dentro de un 

término de seis (6) meses, desde su radicación, salvo en 
circunstancias excepcionales”. 

 

El Tribunal Supremo de PR resolvió en J. Exam. Tec. Med. v. 

Elías et al, 144 DPR 483, 494-495 (1997) y ratificó en Lab. Inst. Med 

Ava. v. Lab C. Borínquen, 149 DPR 121, 135-136 (1999), que ambos 

términos son directivos y no son jurisdiccionales. La obligación de 
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las agencias de cumplirlos es de estricto cumplimiento y pueden 

ampliarse en circunstancias excepcionales por anuencia de las 

partes o justa causa. La parte afectada por su incumplimiento, tiene 

disponible el remedio del “mandamus”. 

B 

La Ley Orgánica de la Oficina de Ética Gubernamental de PR 

tiene como norte evitar que se vulnere la pureza de las 

responsabilidades de los puestos que ocupan los servidores 

públicos. La naturaleza del trabajo de los servidores públicos electos 

por el pueblo exige que estos funcionarios tengan una imagen 

intachable y libre de cualquier conflicto. Por esa razón, la ley 

establece un código de ética que reglamenta su conducta. Además, 

proscribe las acciones improcedentes que ponen en riesgo la 

estabilidad del soporte moral del Estado. Igualmente incluye 

mecanismos para evitar que se vulnere la pureza de las 

responsabilidades del puesto que se ocupa, bien sea por menoscabo 

o conflicto de intereses. La legislación enmarca el compromiso y la 

obligación de nuestra legislatura de mantener bajo escrutinio 

estricto la responsabilidad ética de los servidores públicos, y de 

responder a los reclamos del pueblo. Exposición de Motivo de la Ley 

de Ética Gubernamental de PR, Ley Núm. 1-2012. 

La misión y objetivo principal de la OEG es educar al servidor 

público para que exhiba los valores de bondad, confiabilidad, 

justicia, responsabilidad, respecto y civismo en el desempeño de sus 

funciones. Además, tiene la autoridad para fiscalizar la conducta de 

los servidores públicos y penalizar a los transgresores de las normas 

éticas que integran los valores del servicio público. El legislador tuvo 

la intención clara de que la OEG funcione de forma totalmente 

autónoma e independiente y con capacidad plena para operar de 

forma continua, sin intervenciones externas. La intención del 

legislador es que la OEG realice su función ministerial de forma 
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eficaz y efectiva, aislada de cualquier influencia ejercida por algún 

servidor público sujeto a su jurisdicción. La autonomía 

administrativa y fiscal concedida a la OEG es indispensable para 

que ejerza la delicada función que tiene encomendada. Artículo 2.1 

de la Ley Núm. 1, 3 LPRA sec. 1855. 

Esta oficina interpreta, aplica y hace cumplir la ley y los 

reglamentos creados a su amparo a través de los que se establecen: 

1) prohibiciones a la conducta de los funcionarios públicos, 2) las 

normas que rigen las cuestiones éticas, 3) los conflictos de intereses 

y 4) la presentación de informes financieros. Igualmente, establece 

y administra procedimientos que identifiquen violaciones a la ética 

gubernamental, para así prevenir conflictos de intereses. Además, 

toma u ordena las medidas disciplinarias administrativas o civiles 

autorizadas en la ley. La OEG podrá tomar estas medidas, luego de 

una investigación y de una audiencia en la que los afectados hayan 

tenido una oportunidad adecuada de ser oídos y defenderse. 

Artículo 2.3 de la Ley Núm. 1, 3 LPRA sec. 1855 b (c), (ñ). 

 El Artículo 4.2, 3 LPRA sec. 1857 a (g), prohíbe a los servidores 

públicos intervenir directa o indirectamente en cualquier asunto en 

el que un miembro de su unidad familiar, su pariente, socio o una 

persona que comparta su residencia, tenga un conflicto de intereses 

que resulte en beneficio para cualquiera de ellos. La ley define un 

conflicto de intereses como aquella situación en la que el interés 

personal o económico está o puede razonablemente estar en pugna 

con el interés público. Artículo 1.2 de la Ley Núm. 1, 3 LPRA sec. 

1854 n. Un servidor público tampoco puede llevar a cabo una acción 

que ponga en duda la parcialidad e integridad de la función 

gubernamental. Artículo 4.2 a (g), 3 LPRA sec. 1857 a (s). 

Los servidores públicos están obligados a informar sobre 

situaciones antiéticas o de conflicto de intereses. Todo servidor 

público que tenga que tomar alguna acción oficial contraria a las 
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prohibiciones establecidas en las secs. 1857 a, 1857 b y 1857 c, 

tiene que informar de la situación a la oficina antes de tomar la 

acción. El servidor público puede pedir que se le releve de intervenir 

en el asunto o de participar en las deliberaciones de la agencia que 

estén relacionadas con la acción oficial. La OEG evaluará la 

situación y notificará al servidor público y a la autoridad 

nominadora si existe conflicto de intereses. Si determina que existe 

conflicto de intereses orientará al funcionario público que tiene 

disponible el mecanismo de inhibición. Artículo 4.5, 3 LPRA sec. 

1857 d. 

 Por su parte, el Artículo 4.2, 3 LPRA sec. 1857 a, establece 

que: 

(h) la autoridad nominadora o un servidor público 

con facultad de decidir o de influenciar a la autoridad 
nominadora, no pueda intervenir, directa o 
indirectamente con el nombramiento, ascenso, 

remuneración o contratación de su pariente. Se 
entenderá que un servidor público tiene facultad para 
decidir o influenciar cuando una ley, reglamento, 

descripción de deberes o designación así lo disponga. 
Esta prohibición no aplica cuando, a discreción de la 

Dirección Ejecutiva, medien circunstancias 
excepcionales que hayan sido evaluadas con 
anterioridad a que la autoridad nominadora o el 

servidor público con facultad de decidir o de influenciar 
ejerzan dicha facultad. 

Tampoco aplica a un puesto de carrera cuando se 
cumpla con el principio de mérito; a las promociones, 
ascensos o transacciones de personal requeridas por 

ley; a las revisiones generales de un plan de 
clasificación; al recibo de los beneficios del programa de 
Sección 8; a las subastas públicas en las que concurran 

todos los requisitos establecidos por ley; a la 
participación en los programas de verano ni al recibo de 

servicios, préstamos, garantías o incentivos otorgados 
bajo los criterios de un programa estatal, federal o 
municipal. Todo ello siempre que, bajo las anteriores 

excepciones, se cumpla con las normas de aplicación 
general y que la autoridad nominadora o el servidor 

público con facultad de decidir o de influenciar no 
intervenga y lo certifique mediante una inhibición 
formal. 

 

La Ley Núm. 1, supra, define parientes a los abuelos, padres, 

hijos, nietos, tíos, hermanos, sobrinos, primos hermanos, el 

cónyuge, suegros y cuñados del servidor público, así como los hijos 
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y nietos de su cónyuge. Artículo 1.2 de la Ley Núm. 1, 3 LPRA sec. 

1854 (y). 

La OEG está autorizada a imponer multas administrativas 

que no excedan de $20,000.00, por cada violación a la ley, los 

reglamentos, órdenes o normas promulgadas a su amparo. La 

imposición de la multa administrativa no limita su autoridad para 

imponer la sanción de triple daño. La Dirección Ejecutiva tiene la 

facultad para declarar nulo, cualquier contrato o nombramiento 

otorgado en contravención al inciso h de la sección 1857 a y el inciso 

d de la sección 1857 e. Si declara la nulidad del contrato o 

nombramiento, tiene el poder para ordenar a la autoridad 

nominadora a restituir de su peculio todo ingreso y beneficio 

percibido en tal puesto o contrato. Artículo 4.7, 3 LPRA sec. 1857 f 

(c). 

C 

El alcalde es el primer ejecutivo del gobierno municipal. Sus 

facultades, deberes y funciones son dirigir, administrar y fiscalizar 

el funcionamiento del municipio. El primer ejecutivo municipal es 

responsable de supervisar, administrar y autorizar todos los 

desembolsos de fondos que recibe el municipio, salvo la asignación 

presupuestaria que corresponde a la Legislatura Municipal. 

Igualmente está obligado a ejercer todas las facultades, funciones y 

deberes que expresamente se le deleguen por cualquier ley o por 

cualquier ordenanza o resolución municipal. Así como a las 

necesarias e incidentales para el desempeño adecuado de su cargo. 

Artículo 3009 de Ley Núm. 81 de 30 de agosto de 1991, 21 LPRA 

secs. 4109, 4109 (s) y 4109 (y). 

III 

El recurrente alega que OEG actuó sin jurisdicción porque 

resolvió la querella vencido el término de 90 días. El alcalde 

argumenta que la OEG incumplió con ese término, porque dictó la 
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resolución recurrida un año y siete meses de sometida la querella 

para su adjudicación sumaria. 

No tiene razón. El término señalado no es jurisdiccional. Así 

lo resolvió el Tribunal Supremo de PR hace mucho tiempo en J. 

Exam. Tec. Med. v. Elías et al, supra y en Lab. Inst. Med Ava. v. Lab 

C. Borinquen, supra. Ambas decisiones dejaron claro que se trata de 

un término directivo y de estricto cumplimiento. Igualmente, quedó 

claro que el remedio disponible para la parte afectada por la demora 

es el “mandamus”. 

La representación legal del Honorable Alcalde discutió 

conjuntamente los demás errores señalados. El Lcdo. Andreu alega 

que para cumplir con la Ley de Ética era suficiente con solicitar la 

inhibición y que esta fuera aprobada por la OEG. El alcalde sostiene 

que no violentó la ley, porque el 25 de junio de 2013, solicitó 

autorización por escrito para inhibirse en la contratación de su 

suegra, y sobre cualquier otro asunto relacionado a esta. Además, 

alega informó que la Directora de Recursos Humanos era la 

encargada de todos los asuntos relacionados a la señora Cruz Cotto. 

Véase, págs. 119-120 del apéndice. Por otro lado, señala que la OEG 

actuó de forma  parcializada y cuestiona su autoridad para declarar 

la nulidad del contrato. 

La controversia planteada requiere que analicemos cuál es la 

rigurosidad que debemos exigir a los funcionarios electos por el 

pueblo en el desempeño de sus funciones y en cumplimiento de la 

ley. La pregunta que debemos contestar es cuán permisivos 

podemos ser, sin que esa flexibilidad lesione la aspiración del Estado 

a un servicio público de excelencia. 

No existe controversia de que el recurrente en dos ocasiones 

distintas firmó la renovación del contrato de su suegra como 

empleada del Municipio de Culebra. El recurrente firmó el Informe 

de Cambio correspondiente al período del 1 de julio de 2013 al 31 
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de diciembre de 2013 y el correspondiente del 1 de enero de 2014 al 

30 de junio de 2014. Véase, págs. 122 y 125 del apéndice. La 

Directora de Recursos Humanos admitió que el alcalde pudo firmar 

esas renovaciones por error, inadvertencia y/o por mero descuido 

atribuible al uso y costumbre. Véase, págs. 179-180 del apéndice. 

El primer mandatario del Municipio de Culebra resta 

importancia a que en dos ocasiones distintas firmó la renovación del 

contrato de su suegra. Sostiene que su firma no es suficiente para 

concluir que violentó el inciso h del Artículo 4.2 de la Ley de Ética, 

supra. Además, atribuye el error a que la Directora de Recursos 

Humanos incluyó el nombramiento de su suegra, dentro un bloque 

de documentos idénticos que él tenía que firmar. 

Sin lugar a dudas, esas no son las respuestas que esperamos 

del primer ejecutivo del gobierno municipal. No podemos admitir 

esas excusas de quien tiene la gran responsabilidad de dirigir, 

administrar y fiscalizar el funcionamiento del municipio. Su 

responsabilidad incluye la supervisión, administración y 

autorización de desembolso de todos los fondos que recibe el 

municipio y a cumplir los deberes impuestos por ley. 

El recurrente incumplió con el alto grado de diligencia y 

responsabilidad que tiene que caracterizar a un funcionario público 

que goza de la confianza de su pueblo. El olvido, la inadvertencia, 

que no se percató, un mero descuido, el grado de escolaridad, un 

error inocente, la inexperiencia y el desconocimiento de la ley son 

excusas inaceptables para incumplir con el alto grado de 

responsabilidad que exige el servicio público. La firma del señor 

alcalde en un documento, es su palabra de que se cumplió con las 

formalidades de la ley. Nos parece una actitud irresponsable que el 

señor alcalde trate como inconsecuente el hecho de que firmó un 

documento a ciegas. La realidad es que firmó sin leer, porque de otro 

modo se hubiese percatado que era el nombramiento de su suegra. 
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Además, es inaceptable que el recurrente intente pasar su 

responsabilidad como ALCALDE a una subalterna. El recurrente 

hace responsable a la Directora de Recursos Humados, a quien 

delegó todo asunto relacionado a la contracción de su suegra. Solís 

es el alcalde electo, a quien el pueblo de Culebra le depositó la 

confianza de dirigir ese municipio. Tan importante encomienda tiene 

que ser atendida con el más alto grado de responsabilidad. El señor 

alcalde no puede atribuir la responsabilidad de un documento que 

tiene su firma, a una funcionaria del municipio. 

Por otro lado, tampoco es excusa que su suegra trabajara en 

el municipio, antes de que él fuera alcalde de Culebra. Este hecho 

no tiene ninguna pertinencia sobre su incumplimiento con la ley de 

ética. La representación legal del recurrente intenta traer a la fuerza, 

la doctrina de error de juicio del derecho penal al procedimiento 

administrativo. El Lcdo. Andreu alega que la severidad de la sanción 

impuesta por la OEG amerita la aplicación de la doctrina de error 

de juicio. No tiene razón. La sanción impuesta está expresamente 

contemplada en la Ley de Ética Gubernamental. 

El recurrente alega que la resolución recurrida no tiene apoyo 

en la prueba. No tiene razón. La decisión de la OEG está basada en 

la evidencia sustancial que forma parte del récord de la agencia y 

que no ha sido controvertida por el alcalde. La recurrida ejerció 

adecuadamente su autoridad, autonomía e independencia para 

fiscalizar la conducta del Alcalde de Culebra y penalizar su violación 

a las normas éticas que rigen el servicio público. 

La OEG cumplió a cabalidad el procedimiento establecido en 

la Ley de Ética Gubernamental. El alcalde Solís firmó el INFORME 

DE CAMBIO del nombramiento de su suegra por el periodo que 

comprende del 1 de febrero de 2013 al 30 junio 2013. Véase, pág. 

85 del apéndice. No obstante, no fue hasta el 14 de marzo de 2013 

que la Directora de Recursos Humanos del Municipio solicitó 
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autorización a la OEG para que la suegra del alcalde continuara 

trabajando en el municipio. La funcionaria informó que la señora 

Cruz Cotto trabajaba en el municipio antes de que su yerno fuera 

alcalde y admitió que desconocía que tenía que solicitar autorización 

de la OEG. Véase, pág. 116 del apéndice. 

El 17 de abril de 2013, la recurrida advirtió al alcalde que el 

municipio extendió el nombramiento de su suegra, sin solicitar ni 

obtener la autorización de la OEG. Sin embargo, informó que, en 

esa ocasión, el asunto no sería referido a investigación. No 

obstante, advirtió a la parte recurrente que en el futuro tenía 

que cumplir estrictamente con la Ley de Ética Gubernamental 

y que la ignorancia de ley no eximía de su cumplimiento. El 

municipio fue advertido expresamente de que “[p]ara una futura 

ocasión si el Municipio interesa renovar el nombramiento transitorio 

de la señora Cruz Cotto se deberá solicitar y obtener nuestra 

autorización antes de llevar a cabo dicho proceso”. Además, fue 

orientado sobre la página electrónica en que está la hoja de cotejo 

de los requisitos para solicitar la autorización. Véase, págs. 117-118 

del apéndice. 

El alcalde fue advertido expresamente que debía redactar un 

documento oficial en el que constara su inhibición sobre todo asunto 

relacionado con su suegra y en el que indique quién será 

responsable de encargarse de esos asuntos para evitar conflictos de 

intereses. Además, fue referido a las instrucciones provistas en la 

guía intitulada el Mecanismo de Inhibición. Véase, págs. 117-118 

del apéndice. 

La OEG en primera instancia: 1) advirtió al recurrente su 

incumplimiento, 2) no tomó ninguna sanción en su contra, 3) le 

informó y orientó sobre el procedimiento que debía cumplir y 4) le 

advirtió que en el futuro tenía que cumplir con la Ley de Ética 
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Gubernamental. Así lo reconoció el Lcdo. Andreu en la página 14 del 

recurso. 

El 25 de junio de 2013, el alcalde presentó su solicitud para 

inhibirse en la contratación y en cualquier otro asunto relacionado 

a su suegra. Además, informó que la Directora de Recursos 

Humanos era la encargada de todo asunto relacionados a la señora 

Cruz Cotto. Véase, págs. 119-120. El 28 de junio de 2013, la OEG 

aceptó la inhibición, porque cumplió con la Ley de Ética 

Gubernamental. No obstante, advirtió que su determinación estaba 

basada estrictamente a los hechos informados en el documento que 

se sometió ante su consideración y no aplicaba a hechos o elementos 

que no fueron informados. Por último, la OEG informó al alcalde del 

teléfono y la dirección de correo electrónico a la que podía 

comunicarse en caso de tener alguna inquietud. Véase, pág. 121 del 

apéndice. 

No obstante, el alcalde firmó nuevamente la renovación 

del nombramiento de su suegra, a pesar de que fue advertido y 

orientado en dos ocasiones previas de que: 1) no podía 

intervenir directa ni indirectamente en el nombramiento de su 

suegra, porque el nepotismo era ilegal, 2) que toda renovación 

del contrato de su suegra requería la aprobación previa de la 

OEG y 3) el procedimiento que tenía que cumplirse. El recurrente 

firmó el Informe de Cambio de la renovación del contrato de su 

suegra correspondiente al período del 1 de julio de 2013 al 31 de 

diciembre de 2013. Véase, págs. 106 y 122 del apéndice. El 17 de 

diciembre de 2013 presentó otro documento de inhibición al 

nombramiento y cualquier otro asunto relacionado a su suegra. 

Véase, págs. 123-124 del apéndice. El alcalde volvió a firmar el 

Informe de Cambio de su suegra del 1 de enero de 2014 al 30 de 

junio de 2014. Véase, pág. 125 del apéndice. 
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El 25 de febrero de 2014, la OEG indagó al recurrente porque 

envió nuevamente una solicitud de inhibición. La Directora de 

Recursos Humanos contestó que envió el documento, porque el 

municipio renovó el contrato de la señora del 1 de enero de 2014 al 

30 de junio de 2014. Véase, pág. 127 del apéndice. 

El 26 de mayo de 2015, la OEG recibió una solicitud en la que 

el Municipio de Culebra pidió autorización para renovar el contrato 

transitorio de la señora Cruz Cotto. El 23 de julio de 2015, la OEG 

informó al recurrente que había iniciado una investigación en su 

contra, debido a que dicho contrato se renovó del 1 de enero de 2014 

al 30 de julio de 2014, sin su autorización. La OEG se reservó la 

respuesta sobre la solicitud de autorización recibida el 26 de mayo 

de 2015, hasta la culminación de esa investigación. La 

comunicación advirtió al recurrente que de concluirse que violó la 

ley, podía declararse la nulidad del contrato y ordenar al alcalde la 

restitución a su peculio de todo ingreso y beneficio percibido por su 

suegra. Véase, págs. 126-127 del apéndice. 

El abogado del alcalde alega que su cliente cumplió con la Ley 

de Ética, porque solicitó inhibición y fue aceptada por la OEG. Su 

interpretación de la ley es incorrecta. La inhibición del alcalde no 

exime al Municipio de solicitar autorización a la OEG, cada vez que 

interese renovar el contrato de la señora Cruz Cotto. La OEG advirtió 

al Municipio que tenía que solicitar y obtener su autorización previa 

y cumplir con el procedimiento establecido en la Hoja de Cotejo para 

la Tramitación de Autorización Para el Nombramiento, Ascenso, 

Remuneración o Contratación de Parientes. Como parte de las 

exigencias contenidas, el Municipio estaba obligado a: 1) detallar los 

méritos de la persona que interesa nombrar y presentar 

documentación que lo acredite, 2) explicar detalladamente por qué 

es imprescindible que se nombre a esa persona, 3) explicar cuál es 

la necesidad real para nombrar esa persona y 4) por qué no se puede 
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lograr el bienestar del servicio público y su buen funcionamiento 

mediante otras medidas. No obstante, a pesar de dichas 

advertencias, el Municipio renovó el contrato de la señora Cruz Cotto 

sin autorización de la OEG. 

 Por su parte, el recurrente fue advertido expresamente sobre 

la prohibición de nepotismo y de que no podía intervenir directa o 

indirectamente en el nombramiento de su suegra. Además, fue 

orientado sobre el procedimiento que debía seguir para inhibirse. El 

recurrente presentó su inhibición y fue aceptada por la OEG. Sin 

embargo, luego intervino directamente en el nombramiento de su 

suegra, porque en dos ocasiones distintas firmó la hoja de cambio. 

Su actuación violentó las disposiciones de la ley que prohíben a un 

servidor público intervenir directa o indirectamente en cualquier 

asunto que beneficie a un pariente suyo. 

 El hecho de que el 14 de marzo de 2013, el señor alcalde 

acudiera voluntariamente a la OEG y que en esa ocasión no fuera 

referido para una investigación, no es razón para condonar ni 

justificar sus posteriores violaciones a la Ley de Ética, supra. No 

podemos obviar que del récord de la agencia surge claramente que 

el señor alcalde en esa ocasión fue orientado por la OEG y advertido 

de que en futuras ocasiones estaba obligado a cumplir con la Ley de 

Ética, supra, en caso de que fuera necesario renovar el 

nombramiento de su suegra. La falta de intención tampoco está 

establecida en la Ley de Ética, supra, como un atenuante. El Artículo 

4.2 (h), supra, no exige que esté presente el elemento de intención. 

La ley tampoco contempla el elemento de intención al momento de 

imponer sanciones. 

Por último, el recurrente alega que la OEG se extralimitó al 

declarar la nulidad del contrato y señala que esa es una sanción 

demasiado drástica. Sostiene que la OEG actuó arbitrariamente al 

declarar nulo un contrato que, había evaluado y aprobado, 



 
 

 
KLRA201800328 
 

 

19 

previamente. No tiene razón, porque en cada renovación del contrato 

tiene que cumplir con el procedimiento establecido en la Hoja de 

Cotejo para la Tramitación de Autorización Para el Nombramiento, 

Ascenso, Remuneración o Contratación de Parientes. El recurrente 

sabía perfectamente que ese era el procedimiento, porque fue 

orientado expresamente por la OEG. 

Los tribunales no tenemos discreción absoluta para cambiar 

una decisión del foro administrativo. Nuestra facultad revisora está 

limitada por el criterio de la razonabilidad de la decisión de la 

agencia, a la luz de las pautas que dictó el legislador. 

El dictamen de la OEG es razonable porque está basado en la 

evidencia sustancial que forma parte del expediente administrativo 

que hemos tenido la oportunidad de examinar y a la cual hemos 

hecho referencia constante. Nos referimos a las comunicaciones 

enviadas por el recurrente a la OEG y las que esta dirigió al señor 

alcalde, y a los documentos que evidencian su firma en el 

nombramiento de su suegra. Dicha evidencia no fue derrotada por 

el recurrente. 

La sanción impuesta es razonable, porque está dentro la 

autoridad conferida a la OEG por el legislador. La recurrida tiene 

autoridad legal para imponer multas administrativas que no 

excedan de $20,000.00 por cada violación a la ley, declarar la 

nulidad de un contrato o nombramiento, y a ordenar a la autoridad 

nominadora a restituir de su peculio todo ingreso y beneficio 

percibido en tal puesto o contrato. La sanción impuesta por la OEG 

no es arbitraria ni caprichosa, ya que es consistente con la de otros 

casos similares. 

La Opinión disidente y concurrente entiende que la decisión 

de la OEG en este caso no es cónsona con la emitida previamente 

en el Caso Núm. 15-10 contra el Alcalde de Maricao. Allí la recurrida 

alegó que el 1 de enero de 2014, el alcalde nombró a su hermano 
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como empleado municipal y efectuó varias transacciones en 

beneficio de este, sin cumplir con la Ley Núm. 1, supra. La recurrida 

había presentado dos querellas previas en su contra por el 

nombramiento ilegal de su hermano como empleado municipal. 

La primera fue la Querella Núm. 02-25 al amparo de la 

entonces vigente y hoy derogada, Ley Núm. 12 del 24 de julio de 

1985. El querellado llegó a un acuerdo con la OEG y pagó una multa. 

Al momento de dictada esa resolución, la Ley Núm. 12, supra, no 

contemplaba la nulidad del contrato ni la restitución. Estas 

sanciones fueron establecidas en el Artículo 4.7 de la Ley Núm. 1 

que entró en vigor el 1 de enero de 2012. 

El organismo administrativo presentó una segunda querella 

contra el alcalde de Maricao, identificada con el Núm. 14-19. Al 

alcalde se le imputaron 47 violaciones por el nombramiento ilegal de 

su hermano como empleado municipal. Tres de esas violaciones 

fueron cometidas durante la vigencia de la Ley Núm. 1, supra. Las 

otras se cometieron durante la vigencia de la Ley Núm. 12, supra. 

El alcalde aceptó su responsabilidad y llegó a un acuerdo 

transaccional en el que se comprometió a pagar una multa de 

$10,000.00 y a no realizar nuevamente actos similares, evitando así 

las incertidumbres, demoras y costos del proceso administrativo. 

No obstante, el 1 de enero de 2014, el señor alcalde incurrió 

nuevamente en la misma violación. El 1 de enero de 2014, su 

hermano fue nombrado como empleado municipal. Por estos 

hechos, la OEG presentó el Caso Núm. 15-10 en su contra. La 

recurrida hizo un recuento de las querelladas anteriores y entre las 

sanciones declaró nulo el nombramiento y ordenó al alcalde la 

restitución de la totalidad de los ingresos y beneficios recibidos como 

producto del nombramiento ilegal. 

El alcalde de Maricao presentó el recurso de revisión 

KLRA201601252. El Tribunal de Apelaciones confirmó la 
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determinación de la OEG de imponer al alcalde de Maricao la 

obligación de pagar una multa de $20,000.00 por violar al Artículo 

4.2, inciso h, de La Ley de Ética, supra. La totalidad de las multas 

impuestas ascendió a $35,000.00 porque el alcalde incurrió en otras 

violaciones a la ley. Además, confirmó la decisión administrativa de 

declarar nulo el nombramiento del hermano del señor alcalde como 

empleado municipal porque incumplió con la Ley de OEG. Por 

último, confirmó la determinación de la OEG de ordenar al alcalde 

restituir la totalidad de los ingresos y beneficios recibidos como 

producto del nombramiento ilegal. El señor alcalde acudió al 

Tribunal Supremo de PR que denegó el recurso y la sentencia 

dictada por el Tribunal de Apelaciones se convirtió en final y firme. 

Al igual que nosotros en este caso, la opinión mayoritaria 

reconoció que la decisión de la OEG fue razonable, porque el alcalde 

incumplió con la ley, realizó un nombramiento nulo, ocasionó la 

pérdida de fondos públicos y puso en duda la parcialidad e 

integridad de la función pública. No obstante, debemos señalar que 

la OEG fue menos severa en este caso, ya que solo impuso una 

multa de $2,500.00 por cada una de las dos violaciones al inciso h. 

Allí la multa fue de $20,000. Al igual que en este caso, la OEG 

declaró nulo el contrato y ordenó al alcalde restituir la totalidad de 

los ingresos y beneficios recibidos como producto del nombramiento 

ilegal. 

La Opinión disidente y concurrente del Juez Sánchez Ramos 

evalúa la razonabilidad de la sanción impuesta comparándola con 

aquella impuesta en el caso del Alcalde de Maricao. Sin embargo, 

entre ambos casos hay diferencias sustanciales. Primero, al 

momento de presentar la Querella Núm. 02-25 la Ley 1-2012 no 

facultaba a la OEG a decretar la nulidad del contrato ni la 

restitución. En la segunda querella presentada contra el Alcalde de 

Maricao, este llegó a un acuerdo transaccional mediante el cual 
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aceptó su responsabilidad dando fin al proceso administrativo. 

Además 47 de las 50 imputaciones incluidas en esta segunda 

querella habían sido cometidas bajo la ley anterior, en la cual la 

OEG no ostenta facultad para decretar la nulidad y restitución. No 

se trata de un trato irrazonable o desigual sino de la imposibilidad 

de aplicar un remedio para el cual la OEG no tenía autoridad legal. 

Una vez la ley fue enmendada y se le autorizó a ordenar la nulidad 

y requerir la restitución, la OEG aplicó al Alcalde de Maricao la 

misma sanción que aquí aplica al Alcalde de Culebra. No nos toca 

decidir cuál para nosotros sería el resultado más razonable. Nuestra 

función revisora se limita a evaluar si el resultado de la actuación 

de la OEG fue razonable dentro de los poderes delegados y si se 

sustenta por la evidencia que surge del expediente ante nosotros. 

El Lcdo. Andreu cita unos casos que alega son similares al 

que nos ocupa y en los que, según él, la OEG impuso sanciones 

menos severas que al recurrente. 

Los casos citados son claramente distinguibles al que nos 

ocupa. Ninguno de los querellados es un funcionario público electo 

por el pueblo. Los querellados en esos casos son subalternos del 

alcalde municipal. Una de las querelladas era de una Ayudante 

Ejecutiva del alcalde. Allí la querellada recibió instrucciones del 

alcalde para que firmara un contrato de servicios profesionales en el 

que la persona contratada era su primo. La querellada compareció 

en representación del municipio. El querellado del otro caso era 

Ayudante Administrativo del alcalde. Su caso concluyó con un 

acuerdo transaccional con la OEG. Véase, OEG v. Wanda Castro 

Toro, CASO NÚM. 16-04, OEG v. Rubén Rodríguez Rodríguez, CASO 

NÚM. 11-40. 

La Opinión disidente y concurrente cita varios casos para 

sostener que la decisión de la OEG no fue razonable ni cónsona con 

decisiones anteriores. A nuestro juicio ninguno de esos casos son 
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un buen ejemplo para evaluar si la actuación de la OEG fue 

razonable. Sus hechos y circunstancias son claramente 

distinguibles de las de este caso. El caso de Miranda Cintrón, Caso 

Núm. 17-19, no es contra un funcionario electo y culminó con un 

acuerdo transaccional. La señora Miranda Cintrón no era la 

autoridad nominadora, sino un servidor público con poder de 

decidir sobre el contrato con su hermana. Nótese que la restitución 

se ordena contra la autoridad nominadora, quien en este caso era el 

Alcalde de Patillas, Norberto Soto Figueroa. Vease OEG v. Wilmary 

Miranda Cintrón, Caso Núm. 17-19. Nuestro caso es claramente 

distinguible. Aquí el querellado es un funcionario electo por el 

pueblo. Se trata del primer ejecutivo del gobierno municipal 

responsable de dirigir, administrar y fiscalizar el funcionamiento del 

municipio y el desembolso de todos los fondos. 

El Caso Núm. 16-05, OEG v. Monell Illarraza, tampoco es 

aplicable a nuestro caso porque no es contra un funcionario electo 

y culminó con un acuerdo transaccional. Por último, el Caso Núm. 

15-33, OEG v. Rodríguez López, aunque se presentó contra un 

alcalde electo culminó en un acuerdo transaccional. 

En fin, ningún caso es igual a otro. Algunos de los casos que 

se citan en la Opinión concurrente y disidente son anteriores a la 

enmienda que concede la facultad a la OEG de decretar la nulidad 

del nombramiento o el contrato y ordenar la restitución. Otros son 

de funcionarios públicos, no alcaldes así como del Alcalde de Las 

Marías, José J. Rodríguez López, quienes admitieron su falla, 

allanándose a la imposición de las sanciones a determinarse por la 

OEG, evitando la complejidad del trabajo investigativo y el proceso 

adjudicativo. 

El recurrente admite que firmó los nombramientos por los 

cuales fue sancionado, pero le resta importancia a su firma. Tal 

actitud es contraria a sentido de responsabilidad y compromiso que 
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amerita el puesto que ocupa. Las defensas y explicaciones del 

Honorable Alcalde no son las que esperamos de un servidor público 

en el que el pueblo depositó su confianza. El grado de 

responsabilidad con el que un funcionario electo por el pueblo ejerce 

las funciones del puesto que ocupa, tiene que ser acorde con la 

naturaleza de dicho puesto. El incumplimiento del recurrente con la 

Ley de Ética y la falta de importancia que le atribuye, no son 

cónsonas a la imagen intachable y libre de cualquier conflicto que 

se espera de los funcionarios públicos electos por el pueblo. 

En ausencia de evidencia de que la OEG: 1) no fundamentó 

su decisión en evidencia sustancial; (2) erró en la aplicación e 

interpretación de sus leyes o reglamentos; 3) actuó arbitrariamente, 

irrazonablemente, ilegalmente o sin base racional o (4) lesionó 

derechos constitucionales fundamentales, estamos obligados a 

honrar su deferencia. 

IV 

Por los fundamentos expuestos se confirma la resolución 

recurrida. 

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 El Juez Sánchez Ramos concurre en parte y disiente en parte 

con voto escrito. 

 
 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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Caso Núm.: 

16-16 
 
Sobre:  Violación  

al Art. 4.2(h) y (s),  
Ley Núm. 1-2012, 

según enmendada 

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, la 
Jueza Grana Martínez y el Juez Sánchez Ramos. 

 
OPINIÓN DISIDENTE Y CONCURRENTE  

DEL JUEZ SÁNCHEZ RAMOS 
 

Aunque concurro en que procede la confirmación de las 

multas impuestas por la Oficina de Ética Gubernamental (la “OEG”) 

por las infracciones a la Ley de Ética Gubernamental1, Ley 1-2012, 

3 LPRA secs. 1854 y et seq. (la “Ley”), ascendientes a $5,000.002, 

disiento de la decisión de confirmar el decreto de nulidad de los dos 

nombramientos objeto de controversia, lo cual conlleva la obligación 

del recurrente de pagar al municipio lo desembolsado en conexión 

con dichos nombramientos (la cuantía estimada por el recurrente es 

de $20,000.00). 

I. 

No hay controversia sobre el hecho de que la Ley no establece 

que sea nulo un nombramiento hecho en violación a la Cláusula de 

Nepotismo; en vez, la Ley permite a la OEG, mas no la obliga a, 

decretar la nulidad de este tipo de nombramiento, en el sano 

                                                 
1 Resalto, al respecto, que únicamente concurro, pues no suscribo, ni estoy 

conforme con, la retórica empleada por la mayoría del Panel, para fundamentar 

la correcta decisión de confirmar las referidas multas. 

 
2 Ello en conexión con dos violaciones al Artículo 4.2(h) de la Ley, 3 LPRA sec. 

1857a(h) (la “Cláusula de Nepotismo”), por cada una de las cuales la OEG impuso 

una multa de $2,500.00. 
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ejercicio de su discreción.  Es decir, la nulidad del nombramiento 

no se produce salvo que la OEG así lo disponga expresamente, en el 

ejercicio de la discreción y facultad que le confiere la Ley.   

En efecto, el lenguaje estatutario pertinente es claro al 

disponer que la OEG “puede imponer” la medida de “declarar nulo 

cualquier contrato o nombramiento que haya sido otorgado en 

contravención a lo dispuesto” en el Artículo 4.2(h), supra.  Art. 

4.7(c)(1) de la Ley, 3 LPRA sec.1857f(c)(1).   

De hecho, la OEG no plantea lo contrario.  Más aún, en otros 

casos en los cuales la OEG ha encontrado alguna violación a la 

Cláusula de Nepotismo, dicha oficina, en el ejercicio de su 

discreción, se ha abstenido de decretar la nulidad del contrato o 

nombramiento pertinente.  Véanse, por ejemplo, Oficina de Ética 

Gubernamental v. Castro Toro, Caso Núm. 16-04 (Resolución de 12 

de febrero de 2018); Oficina de Ética Gubernamental v. Rodríguez 

López, Caso Núm. 15-33 (Resolución de 9 de febrero de 2016); 

Oficina de Ética Gubernamental v. Monell Illarraza, Caso Núm. 16-

05 (Resolución de 1 de febrero de 2016); Oficina de Ética 

Gubernamental v. Miranda Cintrón, Caso Núm. 17-19 (Resolución de 

1 de agosto de 2018). 

En vez, en defensa del decreto de nulidad aquí dispuesto (el 

“Decreto”), la OEG se limita a plantear que el mismo recae dentro de 

su “plena facultad y discreción” y “no es producto de meros 

caprichos o actuaciones irrazonables”, pues se demostró que el 

recurrente incurrió en dos violaciones a la Cláusula de Nepotismo.  

Es decir, la OEG ni siquiera intenta justificar el Decreto sobre la 

base de una, o más, de las circunstancias particulares y específicas 

de este caso, sino que recurre, únicamente, a generalidades 

relacionadas con sus facultades y al hecho, sin más, de que hubo 

dos violaciones a la Cláusula de Nepotismo.   
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Nada de ello, sin embargo, adelanta de forma alguna el 

análisis, pues el asunto a considerar no es si la OEG tiene el poder 

de emitir el Decreto (lo tiene), ni tampoco si hubo las referidas 

violaciones (las hubo).  Adviértase que, si la OEG no tuviese dicho 

poder, o si no se hubiesen producido las violaciones, no se hubiese 

activado la discreción de la OEG para emitir el Decreto en primer 

lugar.  Dicho de otro modo, si la existencia de la violación 

subyacente, junto al poder de la OEG, fuesen suficientes, por sí 

solos, para sostener este tipo de decreto, el correspondiente ejercicio 

de discreción nunca sería revisable judicialmente.  Así pues, 

estamos obligados a considerar si el Decreto es producto de un 

ejercicio razonable de discreción en estas circunstancias 

específicas. 

II. 

La "discreción, naturalmente, significa, tener poder para 

decidir de una u otra forma, esto es, para escoger entre uno o varios 

cursos de acción.”  Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 

(1990); véanse, además, Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 

580 (2009); García v. Asociación, 165 DPR 311, 321 (2005); Ramírez 

v. Policía de P.R., 158 DPR 320, 340 (2002).  

No obstante, el que una decisión administrativa sea producto 

de un ejercicio de discreción no le otorga credencial de inmunidad 

ante nuestra función revisora.  Por ejemplo, en Ramírez, supra, el 

Tribunal Supremo concluyó que una agencia había actuado 

irrazonablemente al denegar cierto descubrimiento de prueba, a 

pesar de reconocer que la agencia tenía discreción, bajo el 

reglamento pertinente, para determinar qué descubrimiento de 

prueba se debía autorizar.  Véanse, además, Pueblo v. Dávila 

Delgado, 143 DPR 157, 171 (1997) (“nadie posee discreción 

absoluta”) (énfasis en original); Ortega Santiago, 125 DPR a la pág. 

212 (aunque “amplia”, la “discreción judicial … no es una ilimitada 
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y absoluta”); Pueblo v. Sánchez González, 90 DPR 197, 200 

(“[n]ingún Tribunal … posee discreción absoluta”); Rivera Santiago, 

176 DPR a la pág. 578. 

El “adecuado ejercicio de la discreción … está inexorable e 

indefectiblemente atado al concepto de la razonabilidad.”  Ortega 

Santiago, 125 DPR a la pág. 211; García, 165 DPR a la pág. 321.  

La “discreción es, pues, una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera.”  

Ramírez, 158 DPR a la pág. 320 (citas omitidas); Rivera Santiago, 

176 DPR a la pág. 580; Torres v. Junta de Ingenieros, 161 DPR 696, 

715 (2004); Sánchez González, supra.  

  Se considera que se incurre en abuso de discreción cuando 

el adjudicador:   

[N]o toma en cuenta e ignora, sin fundamento para ello, 
un hecho material importante que no podía ser pasado 
por alto; cuando por el contrario …, sin justificación y 

fundamento alguno para ello, [se] le concede gran peso 
y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa su 

decisión exclusivamente en el mismo; o cuando, no 
obstante considerar y tomar en cuenta todos los hechos 
materiales e importantes y descartar los irrelevantes, 

[se] … sopesa[n] y calibra[n] [livianamente] los mismos. 
   

Ortega Santiago, 125 DPR a las págs. 211-12; véanse, además, 

García, 165 DPR a las págs. 321-322; Rivera Santiago, 176 DPR a la 

pág. 580. 

Así pues, la norma es que este Tribunal no solo puede, sino 

que debe, revisar un ejercicio de discreción administrativa, como el 

aquí impugnado, para determinar si dicho ejercicio fue “arbitari[o] o 

irrazonable”.  Ramírez, 158 DPR a la pág. 341.  Es decir, la agencia 

“debe aplicar su discernimiento de forma razonable, teniendo como 

fin último alcanzar una solución justa.”  Ramírez, 158 DPR a la pág. 

341. 

III. 

Al considerar las circunstancias específicas de este caso, no 

extraña que la OEG no haya intentado defender el Decreto con 
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referencia a hechos concretos en el récord.  Ello pues el expediente, 

lejos de justificar tan drástica y extrema medida, no sostiene este 

irrazonable y arbitrario ejercicio de poder por la OEG.  Veamos. 

A. 

En primer lugar, fue el propio recurrente quien llevó el asunto 

en controversia a la atención de la OEG.  Es decir, no se trata de un 

caso en el cual la OEG “descubre” o “atrapa” al infractor en tal 

violación, ni de un caso en el cual algún tercero denuncia la misma.  

Ello demuestra que estamos ante un funcionario que, desde el inicio 

de su gestión, tuvo interés en que lo relacionado con este asunto se 

tramitara de forma abierta, transparente y correcta; no ante alguien 

a quien le eran indiferentes los requisitos de la Ley, o la injerencia 

de la OEG, al respecto.  De hecho, no hay controversia sobre el 

hecho de que, inicialmente, el recurrente siguió el trámite correcto 

e, incluso, se obtuvo la autorización, o dispensa, de la OEG para que 

el municipio renovara el nombramiento de su pariente. 

En segundo lugar, no estamos ante la típica situación 

contemplada por la Cláusula de Nepotismo, en la que un funcionario 

utiliza su puesto para gestionar un beneficio nuevo para un 

pariente.  En vez, aquí, el recurrente se limitó a aprobar la extensión 

de una relación de trabajo que la pariente tenía con el municipio 

desde mucho antes de que el recurrente fuese electo alcalde.  Es 

decir, la relación de trabajo en controversia se había iniciado antes 

de que el recurrente accediera a la alcaldía, y había estado presente 

por años antes de la elección del recurrente como alcalde.  Esto 

disminuye la posibilidad de que la intervención del recurrente en 

este caso, aunque técnicamente violatoria de la Cláusula de 

Nepotismo, haya causado el tipo de daño que la misma pretende 

evitar. 

En tercer lugar, la OEG ya había evaluado las circunstancias 

específicas del nombramiento en controversia, habiendo 
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determinado autorizarlo, aun sabiendo de la relación de parentesco 

con el recurrente.  Por tanto, al haber la propia OEG expresado su 

criterio formal de que el interés público no se vería afectado 

adversamente con la renovación del nombramiento por 6 meses, 

aun mientras el recurrente era alcalde y pariente de la persona 

nombrada, resultó arbitrario concluir que procedía decretar la 

anulación de renovaciones ulteriores, cuando del récord no surge 

que las mismas se distingan, de algún modo pertinente, de la 

inicialmente aprobada por la OEG.  Aunque concurro en que la 

intervención del recurrente en las dos renovaciones posteriores lo 

hace responsable por las multas impuestas, ello, por sí solo, no 

justificaba, en estas circunstancias, el decreto discrecional de 

anulación de los nombramientos. 

En cuarto lugar, el récord sugiere fuertemente que el 

recurrente no tuvo intención de burlar la autoridad de la OEG, ni de 

violar la Ley, al firmar ciertos documentos relacionados con las dos 

extensiones del nombramiento de su pariente.  Adviértase, al 

respecto, que: (i) poco antes de estampar dichas firmas, el propio 

recurrente había acudido a la OEG para asegurarse de que se 

siguiera el trámite requerido por la Ley, y (ii) el recurrente presentó 

prueba de que las firmas se producen cuando un subalterno le 

entregó, en un mismo paquete, varias docenas de nombramientos 

para su firma, lo cual apoya la conclusión (no contradicha por 

alguna otra parte del récord) de que las firmas se producen como 

resultado de una inadvertencia3, y no como resultado de alguna 

intención de violar la Ley. 

B. 

Las anteriores consideraciones son suficientes, por sí solas, 

para concluir que el Decreto no constituyó un razonable ejercicio de 

                                                 
3 La propia mayoría lo reconoce, al consignar que el recurrente “firmó … a ciegas” 

y “sin leer”. 
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discreción en este caso.  De hecho, es difícil imaginar un conjunto 

de circunstancias más incompatibles con la imposición de la 

drástica sanción que el Decreto representa, considerando que: (i) fue 

el recurrente quien acudió a la OEG; (ii) bajo la incumbencia del 

recurrente, se solicitó a, y se obtuvo de, la OEG autorización para el 

nombramiento de la pariente del recurrente, para un período 

anterior; (iii) la pariente desempeñaba sus funciones desde antes 

que el recurrente se iniciara como alcalde; y (iv) la intervención del 

recurrente obedeció a un descuido. 

Pero hay más: el Decreto se devela como irrazonable a la luz 

de otros casos en los que la OEG se ha abstenido de emitir decretos 

similares en casos en que la violación a la Cláusula de Nepotismo 

ha ocurrido en circunstancias similares a, o más graves que, las 

aquí presentes. Véanse, por ejemplo, Oficina de Ética Gubernamental 

v. Castro Toro, Caso Núm. 16-04 (Resolución de 12 de febrero de 

2018); Oficina de Ética Gubernamental v. Rodríguez López, Caso 

Núm. 15-33 (Resolución de 9 de febrero de 2016); Oficina de Ética 

Gubernamental v. Monell Illarraza, Caso Núm. 16-05 (Resolución de 

1 de febrero de 2016); Oficina de Ética Gubernamental v. Miranda 

Cintrón, Caso Núm. 17-19 (Resolución de 1 de agosto de 2018). 

Naturalmente, la razonabilidad del Decreto depende, en 

última instancia, de su razonabilidad a la luz de las circunstancias 

específicas de este caso.  No obstante, la conducta de la OEG, en 

casos similares, puede ser pertinente en la medida que revele, bien 

un patrón de sanciones similares en situaciones análogas, o bien un 

patrón de actuaciones totalmente incompatibles e irreconciliables 

con la forma en que la OEG actuó en el caso que nos ocupa.  

Veamos.4 

                                                 
4 Resaltamos, al respecto, que la OEG no cita precedente alguno en apoyo a su 

postura.   
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En Castro Toro, supra, no se impuso tal decreto, ello a pesar 

de que allí: (i) hubo dos infracciones a la Cláusula de Nepotismo por 

conducta realizada del 2013 en adelante, (ii) la querellada firmó un 

contrato de servicios profesionales a un pariente, el cual constituyó 

un beneficio nuevo al pariente, (iii) la querellada aprobó el pago de 

fondos públicos contra dicho contrato, (iv) no había controversia 

sobre el hecho de que la querellada no realizó estos actos de forma 

“inadvertida” o descuidada, sino que los hizo con conocimiento y 

consciencia, (v) nunca medió alguna autorización al respecto por la 

OEG, y (vi) ni la querellada, ni el municipio, había alertado sobre el 

asunto a la OEG. 

De forma similar, en Miranda Cintrón, supra, la OEG no 

impuso decreto de nulidad alguno, ello a pesar de que allí: (i) hubo 

una infracción a la Cláusula de Nepotismo por conducta realizada 

en el 2015, (ii) la querellada activamente intervino en un proceso 

que culminó con la contratación de su hermana por el municipio, lo 

cual constituyó un beneficio nuevo a la pariente, (iii) la querellada 

inspeccionó el hogar de su hermana, y completó un informe al 

respecto, lo cual fue utilizado para que se aprobase un contrato a 

dicha pariente, (iv) no había controversia sobre el hecho de que la 

querellada no realizó estos actos de forma “inadvertida” o 

descuidada, sino que actuó con conocimiento y consciencia, (v) 

nunca medió alguna autorización al respecto por la OEG, y (vi) ni la 

querellada, ni el municipio, había alertado sobre el asunto a la OEG. 

Por su parte, en Rodríguez López, supra, la OEG no impuso 

decreto de nulidad alguno, a pesar de que, allí, el alcalde de Las 

Marías, en conexión con hechos ocurridos en el 2013, nombró a un 

sobrino y a un hermano a ciertos puestos transitorios en dicho 

municipio, sin la debida dispensa de la OEG.  En vez, la OEG se 

limitó, a raíz de un “acuerdo de transacción”, a imponer una multa 
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administrativa de $4,000.00 por la violación a la Cláusula de 

Nepotismo. 

Finalmente, los casos en los que la OEG procesó al alcalde 

de Maricao también resaltan y subrayan, de forma patente, la 

arbitrariedad del Decreto.  En efecto, en uno de estos casos, con 

circunstancias muchísimo más graves que las aquí presentes, pues 

se trataba de más de 40 nombramientos del alcalde a su hermano, 

la mayoría realizados luego de una primera multa por los mismos 

hechos, la OEG, de todas maneras, se abstuvo de decretar la nulidad 

de los tres nombramientos realizados luego de la vigencia de la Ley 

en enero de 2012.  Véase Oficina de Ética Gubernamental v. Pérez 

Valentín, Caso Núm. 14-19, Resolución de 16 de julio de 2014; 

véase, además, Oficina de Ética Gubernamental v. Pérez Valentín, 

Caso Núm. 02-25.  

En efecto, en estos casos, la OEG no decretó la nulidad de los 

tres nombramientos extendidos luego de la vigencia de la Ley (desde 

julio de 2012 a diciembre de 2013), a pesar de que el alcalde de 

Maricao le había extendido más de 40 nombramientos anteriores 

a su hermano, por espacio de más de 20 años, todo ello sin haberse 

solicitado (ni concedido) dispensa alguna a la OEG, y sin que 

hubiese alegación de que el alcalde hubiese obrado de forma 

accidental o inadvertida.  De hecho, más de 40 de los 

nombramientos ocurrieron luego de que la OEG hubiese, una 

primera vez, sancionado al alcalde en el 2002 (Caso Núm. 02-25).  

No surge del récord, tampoco, que el hermano del alcalde hubiese 

trabajado antes en el Municipio, al menos en los cargos a los que 

fue nombrado por el alcalde. 

En efecto, en los referidos casos contra el alcalde de Maricao, 

se alegó, y el alcalde aceptó, que: 

• El alcalde se inició como tal el 12 de enero de 1993 y, ese 
mismo día, nombró a su hermano como Director de 
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Recreación y Deportes, sin someter el nombramiento a la 
Asamblea Municipal, como era requerido. 

 

• Cuatro años luego, el alcalde sometió dicho nombramiento 
a la Asamblea Municipal en enero de 1997, pero esta 
nunca confirmó el nombramiento.  No obstante, el 

hermano del alcalde continuó en el cargo hasta abril de 
2000. 

 

Por los hechos anteriores, el alcalde fue procesado por la OEG, 

imponiéndosele una multa de $1,000.00 en el 2002.  Caso Núm. 

02-25, de 20 de marzo de 2002.  

A pesar de haber sido ya procesado en el 2002 en conexión 

a los nombramientos, sin dispensa, de su hermano, el alcalde, de 

forma contumaz y obstinada, extendió docenas de nombramientos 

adicionales a su hermano hasta diciembre de 2013, todos sin haber 

solicitado, ni obtenido, dispensa alguna de parte de la OEG, por lo 

cual fue procesado nuevamente (Caso Núm. 14-19): 

o 1 nombramiento en abril de 2000; 
 

o 17 nombramientos, cada 6 meses, desde el 1 de julio 

de 2000 hasta el 15 de febrero de 2005; 
 

o 1 nombramiento, efectivo hasta el 30 de junio de 
2005; 
 

o 1 nombramiento, el 1 de julio de 2005, hasta el 31 
de julio de 2005; 
 

o 17 nombramientos, cada 6 meses, desde el 1 de 
agosto de 2005 hasta el 31 de diciembre de 2009; 

 
o 1 nombramiento, desde el 1 de enero de 2010 hasta 

el 30 de junio de 2010; 

 
o 3 nombramientos, desde el 1 de julio de 2010 hasta 

el 31 de diciembre de 2011; 

 
o 1 nombramiento, desde el 1 de enero de 2012 hasta 

el 30 de junio de 2012; 
 

o 3 nombramientos, desde el 1 de julio de 2012 

hasta el 31 de diciembre de 2013. 
 

A pesar de este patrón de docenas de nombramientos a un 

pariente, claramente intencionales y contrarios a la Cláusula de 

Nepotismo, al no haberse intentado obtener autorización de la OEG 

para los mismos, y a pesar de que casi todos ocurrieron luego de 
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que el alcalde hubiese sido ya procesado (en el 2002) por la OEG, 

en conexión con dos nombramientos anteriores al mismo pariente, 

la OEG se abstuvo de decretar la nulidad de uno solo de los tres 

nombramientos extendidos luego de la vigencia de la Ley.  En vez, 

la OEG se limitó a imponer una multa de $10,000.00, producto 

ello de un “Acuerdo de Transacción” que la OEG, en el ejercicio de 

su discreción, aceptó.  Caso Núm. 14-19. 

Es entonces que la OEG, a raíz de que el referido alcalde 

extendió un nombramiento adicional a su hermano (ahora, de enero 

de 2014 a junio de 2014), inició un tercer proceso contra el alcalde 

(Caso Núm. 15-10, confirmado por este Tribunal por medio de una 

sentencia de 14 de marzo de 2017, KLRA201601252, Oficina de 

Ética Gubernamental v. Pérez Valentín).  

En este tercer proceso, la OEG alegó que, aparte de los 

nombramientos de 1993 y 1997 (Caso Núm. 02-25), el alcalde, a 

“partir del 26 de abril de 2000” y por “cerca de 14 años”, “otorgó a 

su hermano un total de 47 nombramientos”, el último de los cuales 

culminó el 31 de diciembre de 2013, y por los cuales el alcalde había 

sido también procesado (Caso Núm. 14-19). 

La OEG alegó, en este tercer proceso, que, “habiendo ocurrido 

lo anterior”, el alcalde “permitió que su hermano continuara en el 

puesto y lo nombró nuevamente para el puesto … desde el 1 de enero 

de 2014 al 30 de junio de 2014.”  Querella, Caso Núm. 15-10.  Se 

alegó que, “al igual que los anteriores”, este nombramiento fue 

realizado por el alcalde “sin haber solicitado, ni obtenido, la 

dispensa correspondiente”.  Íd.  Se alegó que el alcalde “debió cesar 

su conducta e inhibirse de firmar o participar en los nombramientos 

… relacionad[o]s con su hermano a partir del 31 de diciembre de 

2013, que fue la fecha hasta la cual se le presentó previamente la 

querella número 14-19”.  Íd. 
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Ante este extremo y gravísimo cuadro de contumacia y 

obstinación, la OEG, únicamente en este tercer proceso, y 

únicamente en conexión con la ocasión número 50 que el alcalde 

nombró a su hermano, sin la dispensa requerida y en violación a la 

Cláusula de Nepotismo, entendió aconsejable y prudente decretar la 

nulidad de este último nombramiento #50, el cual abarcó 6 meses 

(de enero a junio de 2014).  Véase Resolución de 13 de octubre de 

2016 e Informe de la Oficial Examinadora de 4 de octubre de 2016, 

así como la Resolución en Reconsideración de 1 de noviembre de 

2016, Caso Núm. 15-10. 

 Naturalmente, todo lo anteriormente relatado, en cuanto a la 

forma en que la OEG manejó el caso del alcalde de Maricao, subraya 

y resalta la arbitrariedad e irrazonabilidad del Decreto en este caso.  

Por un lado, la OEG no decretó la nulidad de tres nombramientos 

que el alcalde de Maricao realizó, de forma intencional, luego de 

otros cuarenta y tantos nombramientos efectuados por espacio de 

casi 20 años, todos en flagrante y desafiante violación a la Cláusula 

de Nepotismo, al no haberse solicitado (ni obtenido) dispensa 

alguna, todo ello con el fin de otorgar beneficios nuevos a su 

hermano.  Ello a pesar de que casi todos ocurrieron luego de que al 

alcalde se le procesara, en el 2002, por los primeros dos 

nombramientos en cuestión. 

Por otro lado, aquí, la OEG decreta la nulidad de 2 

nombramientos realizados de forma inadvertida y descuidada, por 

un alcalde recientemente electo, y quien se había ocupado de llevar 

él mismo el asunto a la OEG y de obtener una dispensa para el 

nombramiento inicial de la misma pariente, quien ya realizaba el 

mismo trabajo desde antes de la elección del alcalde.  

Por supuesto, el decreto de nulidad que finalmente emitió la 

OEG, en el extremo e inusitado caso del alcalde Maricao, 

únicamente en ocasión del nombramiento número 50 de dicho 
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funcionario a su hermano, y ello en el contexto de un tercer proceso 

ante la OEG (caso Núm. 15-10), por los mismos hechos por los 

cuales había sido procesado dos veces antes, ni remotamente puede 

utilizarse como precedente para la situación particular del caso que 

nos ocupa, el cual tiene un número de características, arriba 

reseñadas, ninguna de las cuales compara con el insólito caso del 

alcalde de Maricao.  Veamos: 

 

 

 

 Presente caso 
 

Caso Núm. 
15-10 

Funcionario procesado Alcalde de 

Culebra 

Alcalde de 

Maricao 

 

¿Beneficio nuevo 
otorgado a pariente? 

No; la pariente 

hizo el mismo 
trabajo en el 

municipio por 
años antes de 
la elección del 

alcalde. 

Sí; el hermano 

del alcalde no 
había ocupado 

antes los 
puestos a los 

cuales fue 

nombrado. 

 

¿Procesado antes por 
conducta similar? 

 

         No. 

Sí; dos veces 

(casos 02-25 y 
14-19), por 
nombrar al 

mismo pariente 
(el hermano), 49 

veces, todas en 
violación a la 
Cláusula de 

Nepotismo. 

 

¿Conducta intencional? 

 

         No. 

Sí; se trataba del 

nombramiento 
núm. 50, a una 
misma persona 

(el hermano), 
todos en 

violación a la 
Cláusula de 
Nepotismo. 

¿Dispensa otorgada por 
la OEG para 

nombramientos 
anteriores del mismo 
pariente? 

 

          Sí. 

No; el alcalde 
nunca solicitó, 

ni obtuvo, 
dispensa alguna 
para ninguno de 

los 50 
nombramientos 

a su hermano. 



 
 

 
KLRA201800328 

 

14 

IV. 

En fin, del récord no surge, ni la OEG hace referencia a, un 

solo dato o hecho sobre la base del cual pueda concluirse que el 

Decreto es producto de un ejercicio razonable de discreción por la 

OEG.  Al contrario, lo que surge es que la OEG ignoró hechos 

“importante[s] que no podía[n] ser pasado[s] por alto”, así como sus 

propios precedentes, en los cuales la OEG consecuentemente se ha 

abstenido de emitir decretos análogos en circunstancias mucho más 

graves que las presentes.  Ortega Santiago, 125 DPR a las págs. 211-

12.   

Estamos, pues, ante un ejercicio irrazonable y arbitrario de 

discreción.  Por tal razón, hubiese revocado aquella parte de la 

decisión recurrida mediante la cual se decretó la nulidad de los 

nombramientos en controversia y se ordenó el pago al municipio del 

dinero desembolsado por los servicios prestados al amparo de los 

mismos. 

En San Juan, Puerto Rico, a 27 de septiembre de 2018. 

 

 

                                    ROBERTO SÁNCHEZ RAMOS 
                                       JUEZ DE APELACIONES 


